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DOSIFICACIÓN DE LA PENA/ Cuarto de movilidad apropiado cuando solo existe una circunstancia de menor punibilidad/ Cantidad de la sustancia estupefaciente afecta la dosificación punitiva/ Ponderación subjetiva del juzgador 
“(…) el juzgador se ubicó en el primer cuarto (…) básicamente porque no existían circunstancias de mayor punibilidad y solo concurría una de menor, en nuestro caso la ausencia de antecedentes penales (…)
“El criterio de este Tribunal (…) sigue siendo, respetar el juicio de apreciación (…) por tratarse de una ponderación subjetiva del fallador, salvo que existan excesos o deficiencias fácilmente detectables que violen los principios de razonabilidad o proporcionalidad (…) eso sí, sin trasgredir por supuesto el principio de la no reformatio in pejus (…)
“(…) el juez no pecó por exceso al momento de dosificar la pena (…) la pena impuesta es exactamente proporcional a la cantidad de droga que transportaba el judicializado, la cual (…) es muy cercana a los 1.000 gramos que se consagran como tope máximo del inciso 2º del artículo 376(…)”
SUBROGADOS PENALES/ Norma aplicable/ Requisitos objetivos y subjetivos deben ser concurrentes/ Principio de favorabilidad  
“(…) en efecto le asiste razón al apelante en cuanto a que la normativa que se encontraba vigente al momento de los hechos (marzo 29 de 2012) es la que debe tenerse en cuenta en el caso concreto, esto es, los artículos 38, 63 y 68 A -modificado por el 13 de la Ley 1474/11-, sin las modificaciones que (…) hizo la Ley 1709/14(…)”
“En lo que tiene que ver con la suspensión condicional de la ejecución de la pena, de acuerdo con lo consagrado por el artículo 63 del Código Penal, dicho beneficio opera cuando la pena impuesta no es superior a los 3 años de prisión, tope que ampliamente se supera en el presente caso, por cuanto la sanción privativa de la libertad quedó establecida en 72 meses y 15 días.

De igual forma, en lo concerniente a la prisión domiciliaria el canon 38 del Código Penal ese presupuesto objetivo es consistente en que la sentencia se imponga por una conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de 5 años de prisión o menos (…)”
“(…) el hecho de no poseer antecedentes, tratarse de un joven con formación académica en diversas áreas, trabajador, y con buen comportamiento social (…) no son suficientes para acceder a los beneficios que se reclaman (…) ya que está expresamente prohibido conceder dichos beneficios para las penas de prisión superiores al tope legal establecido (…)”
“(…) debe precisarse que no sería viable aplicar por favorabilidad retroactiva lo consagrado en la Ley 1709/14, la cual en su artículo 29 modificó el 63 del estatuto punitivo, y estableció como requisito objetivo que la pena de prisión impuesta no exceda de 4 años, ya que tampoco este cumpliría, y además dicha concesión también está supeditada a que no se trate (…) de los delitos consagrados en el inciso 2º del artículo 68 A modificado por el 32 de la misma ley, y precisamente el tráfico de estupefacientes es uno de los allí enlistados
En cuanto a la prisión domiciliaria, pese a que en el actual artículo 38B, introducido al Código Penal por la Ley 1709/14, el requisito de orden objetivo para acceder a ese sustituto pasó de ser por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley fuera de 5 años de prisión o menos, a delitos que consagren sanción punitiva de 8 años o menos, y con ello sí habría esa opción para el sentenciado (…) no obstante, de igual manera habría que negarle la posibilidad de acceder a ese beneficio, en atención a la citada prohibición del artículo 68 A. 

Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencia del 7 de octubre de 1999, -rad. 11.565-. 
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  ACTA DE APROBACIÓN No 64
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 03 de 2016, 9:15 a.m.

	Imputado: 
	José Humberto González López

	Cédula de ciudadanía:
	1´151.934.427 de Cali (Valle)

	Delito:
	Transporte de estupefacientes

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Se decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena de junio 22 de 2015. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Lo acaecido fue consignado en estos términos por la Fiscalía en el escrito de acusación:
“Los hechos tuvieron ocurrencia el día veintinueve de marzo el año que avanza (2012) a eso de las 01:35 horas, en el sector de la “Y” kilómetro 6+100 metros, en el sector de “Cerritos” vía pública de este municipio, cuando agentes de la Policía Nacional adscritos a carreteras, realizaban control de vehículos y pasajeros, hicieron señal de pare a un automotor de servicio público, afiliado a la empresa “Expreso Trejos”, en tránsito de Cali hacia Medellín, al registrarse los pasajeros al aquí imputado le hallaron dos bolsas en cuyo interior se encontraba sustancia vegetal seca con características de estupefacientes, lo que trajo como consecuencia la privación de la libertad. 

Mediante prueba preliminar de P.I.P.H. se identificó preliminarmente la sustancia incautada, identificándose como positivo para cannabis y sus derivados, arrojando un peso neto de 867.0 gramos […]”
1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancia de la Fiscalía se llevaron a cabo las audiencias preliminares (marzo 30 de 2012) ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de esta capital, mediante las cuales: (i) se legalizó la captura; (ii) se formuló imputación al capturado como autor material del punible de tráfico de estupefacientes verbo rector “transportar”, de conformidad con lo indicado en el inciso segundo del artículo 376 C.P., cargo que el indiciado NO ACEPTÓ; y (iii) se impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en el lugar de residencia. Frente a dichas determinaciones no se interpuso ningún recurso.
1.3.- Ante el no allanamiento unilateral a los cargos, se presentó formal escrito de acusación (mayo 25 de 2012), cuyo trámite fue asignado por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que convocó para las correspondientes audiencias de acusación (septiembre 20 y noviembre 07 de 2012), preparatoria (abril 01, mayo 31 y septiembre 17 y 20 de 2013), juicio oral (abril 24 de 2014, marzo 13 de 2015) y lectura de sentencia (junio 22 de 2015), mediante la cual: (i) se condenó al acusado en consonancia con el cargo endilgado; (ii) se le impuso la pena privativa de la libertad de 72 meses y 15 días de prisión, multa de $1´133.400, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso de la sanción privativa de la libertad; y (iii) se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, de conformidad con los artículos 38 y 38 B del Código Penal.

1.4.- La defensa no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual se dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Solicita se modifique la determinación adoptada por la primera instancia en lo atinente a la dosificación de la pena y a la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, de conformidad con los siguientes argumentos:

En su criterio, contrario a lo concluido por el fallador de instancia, la pena que debió imponerse a su representado es la mínima establecida en el inciso 2º del artículo 376 del Código Penal, es decir, 64 meses, en atención a su carencia de antecedentes, por cuanto ello indica que se trata de un delincuente primario.

La cantidad de droga incautada a su defendido no supera el tope máximo de 1.000 gramos establecido en el referido inciso 2º; no obstante, el a quo agravó la pena en 8 meses y 15 días más, teniendo en consideración ese aspecto.
La sanción impuesta también sirvió como fundamento para negar el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, al no poder cumplir con los presupuestos exigidos para esa prerrogativa.

En su sentir no es justo ni proporcional el análisis que en tal sentido se hizo por el juzgador de instancia para efectuar ese incremento sancionatorio y para la negación del subrogado.
Para la prisión domiciliaria se establecen unos requisitos más flexibles, los cuales se cumplen en el presente caso, en particular los establecidos en el artículo 38 del Código Penal.
Por parte del juzgador de primer nivel no se hizo ningún análisis respecto de las condiciones personales, sociales y familiares del procesado, elementos de carácter subjetivo que están relacionados con la personalidad y arraigo de su prohijado, los cuales son de vital importancia para definir lo pertinente.
Su representado es un joven de 25 años de edad, estudió hasta grado 11 de secundaria, es técnico en mantenimiento eléctrico y electrónico del SENA desde junio de 2012, hizo un curso en la ofimática, y una capacitación para el desarrollo social de la convivencia y competencias sociales. En la actualidad se encuentra matriculado en la Corporación Educativa Alexánder Von Humboldt, en el programa de educación técnica de diseño de página web, en jornada nocturna entre las 18:30 horas y las 20:30 horas.
En la parte laboral JOSÉ HUMBERTO trabajó en INGERCOL LTDA desde enero 16 de 2010 hasta febrero 28 de 2012, como operario de planta, con UNIR LTDA también como operario desde julio 02 hasta diciembre 01 de 2014, y con la EMPRESA DE EMPLEOS TEMPORALES ÓPTIMOS E.S.T., como trabajador en misión durante el mes de diciembre de 2014. De manera informal se ha desempeñado en periodos cortos en otros trabajos, entre ellos: ayudante de construcción, y ayudante de la tienda que en principio era de sus abuelos maternos ya fallecidos, y ahora es administrada por su progenitora, con la colaboración de él.

El núcleo familiar de GONZÁLEZ LÓPEZ se encuentra constituido por él y por su madre, quien de manera incondicional ha estado pendiente de su situación y coadyuvando al control de su comportamiento, así como a su atención y cuidado. Por lo demás, su interrelación con los vecinos y amigos es buena.

Para soportar las anteriores argumentaciones allega elementos probatorios, tales como: certificaciones de estudio y de trabajo, declaraciones extrajuicio, certificados de antecedentes, entre otros.
Su defendido durante el tiempo que permaneció en detención domiciliaria, y posteriormente cuando le fue otorgada la libertad provisional por vencimiento de términos, jamás tuvo problemas de convivencia ni de ninguna naturaleza, lo que permite inferir que ha observado una ejemplar conducta, una adecuada convivencia y un buen comportamiento.
El a quo fundamenta la negación del subrogado en lo dispuesto en la Ley 1709/14, artículos 22, 23, 32 y 38B, los cuales no pueden aplicarse al caso en estudio, no solo por ser una ley expedida en forma posterior a la ocurrencia de los hechos investigados, sino también porque se trata de una norma más restrictiva y desfavorable; por tanto -estima- debe tenerse en consideración únicamente el contenido de los artículos 63 y 38 del Código Penal, sin las modificaciones que del mismo hizo la referida normativa.

2.2.- Los demás sujetos procesales no se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer: (i) si la pena impuesta en la primera instancia estuvo ajustada a derecho o si por el contrario hay lugar a su reforma por infracción al principio de legalidad en consonancia con los fines de la sanción privativa de la libertad y las reglas de la proporcionalidad, razonabilidad y justeza que orientan su dosificación; y (ii) si se cumplen los requisitos para conceder al sentenciado la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la prisión domiciliaria.
3.3.- Solución a la controversia
No observa la Colegiatura existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento del debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados en debida forma, en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a realizar el análisis correspondiente del fallo adoptado por la primera instancia, en los términos anunciados.

Como se indicara al comienzo de esta providencia, los hechos génesis de la presente actuación ocurrieron en marzo 29 de 2012 aproximadamente a la 1:35 a.m. en el sector de la “Y” kilómetro 6+100 metros corregimiento de Cerritos de esta ciudad, cuando personal de la policía de carreteras efectuó un registró a los pasajeros del vehículo de servicio público de la empresa Expreso Trejos que se dirigía de Cali a Medellín, siendo uno de ellos el aquí acusado, en poder de quien hallaron dos bolsas en cuyo interior se encontraba una sustancia que posteriormente se determinó se trata de cannabis y sus derivados, con un peso neto de 876 gramos.
En relación con la materialidad de la conducta y la responsabilidad del acusado en la misma, no se presenta discusión alguna por parte del togado recurrente, ya que sus motivos de  inconformidad son referentes únicamente a la dosificación de la pena y a la concesión de los subrogados.
Para desentrañar si el proceder del funcionario a quo fue o no el correcto, lo que corresponde en primer término es indicar cómo procedió el fallador para obtener el resultado punitivo consignado en la parte resolutiva, y en ese sentido se tiene:

El juez de conocimiento acorde con los cargos endilgados indicó que la sanción que correspondía era la establecida en el inciso segundo del artículo 376 del Código Penal, la cual oscila entre 64 y 108 meses de prisión, y multa de 2 a 150 s.m.l.m.v.

Fijados así los límites punitivos, eligió como cuarto de movilidad el inferior, es decir, el que iba de 64 a 75 meses de prisión y multa de 2 a 39 s.m.l.m.v., y con fundamento en los criterios de dosificación que contempla la ley estimó que no podía partir del citado mínimo sino de una pena superior, a consecuencia de lo cual concluyó que una sanción proporcional a la cantidad de vegetal incautado era la equivalente a 72 meses y 15 de prisión, y 1´133.40 de multa en consideración a la capacidad económica del acusado.
El dispositivo del Código Penal que está llamado a ser analizados en el caso concreto, es el artículo 376 del Código Penal que se dice infringido, el cual reza:
“[…]&$TRAFICO, FABRICACION O PORTE DE ESTUPEFACIENTES. <Artículo modificado por el artículo 11 de la Ley 1453 de 2011> El que sin permiso de autoridad competente, introduzca al país, así sea en tránsito o saque de él, transporte, lleve consigo, almacene, conserve, elabore, venda, ofrezca, adquiera, financie o suministre a cualquier título sustancia estupefaciente, sicotrópica o drogas sintéticas que se encuentren contempladas en los cuadros uno, dos, tres y cuatro del Convenio de las Naciones Unidas sobre Sustancias Sicotrópicas, incurrirá en prisión de ciento veintiocho (128) a trescientos sesenta (360) meses y multa de mil trescientos treinta y cuatro (1.334) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) gramos de marihuana, doscientos (200) gramos de hachís, cien (100) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o veinte (20) gramos de derivados de la amapola, doscientos (200) gramos de droga sintética, sesenta (60) gramos de nitrato de amilo, sesenta (60) gramos de ketamina y GHB, la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento ocho (108) meses de prisión y multa de dos (2) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si la cantidad de droga excede los límites máximos previstos en el inciso anterior sin pasar de diez mil (10.000) gramos de marihuana, tres mil (3.000) gramos de hachís, dos mil (2.000) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o sesenta (60) gramos de derivados de la amapola, cuatro mil (4.000) gramos de droga sintética, quinientos (500) gramos de nitrato de amilo, quinientos (500) gramos de ketamina y GHB, la pena será de noventa y seis (96) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses de prisión y multa de ciento veinte y cuatro (124) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes […]”-resalta la Sala-.
De lo anterior se aprecia que tanto la Fiscalía al momento de hacer la imputación y la acusación, como el señor juez de conocimiento al proferir su fallo, tomaron como referente válido el inciso 2º del artículo 376, como quiera que la cantidad incautada ascendió a 876 gramos cannabis y sus derivados; es decir, muy superior a la dosis personal -20 gramos- y cercana al límite superior de los 1.000 gramos de hierba.
Ahora, el hecho de no tener antecedentes penales como circunstancia de menor punibilidad y la ausencia de agravantes genéricos o circunstancias de mayor punibilidad, dieron lugar a la aplicación por parte del juez del artículo 61 del mismo estatuto punitivo cuando en lo pertinente prescribe:
“FUNDAMENTOS PARA LA INDIVIDUALIZACION DE LA PENA. Efectuado el procedimiento anterior, el sentenciador dividirá el ámbito punitivo de movilidad previsto en la ley en cuartos: uno mínimo, dos medios y uno máximo. 

El sentenciador sólo podrá moverse dentro del cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias de atenuación punitiva, dentro de los cuartos medios cuando concurran circunstancias de atenuación y de agravación punitiva, y dentro del cuarto máximo cuando únicamente concurran circunstancias de agravación punitiva. 

Establecido el cuarto o cuartos dentro del que deberá determinarse la pena, el sentenciador la impondrá ponderando los siguientes aspectos: la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causales que agraven o atenúen la punibilidad, la intensidad del dolo, la preterintención o la culpa concurrentes, la necesidad de pena y la función que ella ha de cumplir en el caso concreto”. 

La primera parte del dispositivo se cumplió porque en efecto el juzgador se ubicó en el primer cuarto, cuarto inferior o cuarto mínimo posible, básicamente porque no existían circunstancias de mayor punibilidad y solo concurría una de menor, en nuestro caso la ausencia de antecedentes penales que resalta la defensa. De suerte que, por imposición legal, la pena debía oscilar, como en efecto lo fue, entre 64 y 75 meses de prisión, y multa de 2 a 39 s.m.l.m.v.
Lo que sigue, es decir, valorar o ponderar cuál es la cantidad atinada dentro de ese rango de movilidad, tampoco amerita controversia, como quiera que no puede ser lo mismo el decomiso de una cantidad que está cercana al límite de peso inferior que contempla el citado inciso 2º, que aquella otra que se acerca al límite superior (los 1.000 gramos), que es precisamente lo que se presentó en este caso. 

Es innegable que la cantidad de tóxico sí es un factor objetivo que incide indefectiblemente al momento de dosificar la pena a imponer, como quiera que fue el propio legislador quien al momento de elaborar los límites punitivos en el tipo penal que aquí es materia de juzgamiento, tuvo como referente válido precisamente la cantidad de estupefaciente, bajo el principio de gradualidad, en el entendido que a mayor cantidad de sustancia incautada mayor debería ser la pena a imponer.

Así lo ha considerado también de manera uniforme la jurisprudencia: 

“En cuanto mayor sea la cantidad de droga objeto de decomiso, mayor será la intensidad del daño potencial o real ocasionado al interés jurídico tutelado y consecuencialmente más grave el hecho […]”.

Y así tiene que ser, no solo por esa progresividad del acto sino porque ello va unido indefectiblemente a la gravedad de la conducta y al daño real o potencial creado al bien jurídicamente protegido, que son en esencia los dos elementos que manda tener presente la regla 61 ya transcrita. En esa dirección basta decir que la dosis personal para el caso de la marihuana se encuentra establecida en 20 gramos, lo cual quiere decir que la cantidad de dosis personales que podrían proporcionar los 876 gramos decomisados al acusado son aproximadamente 43, lo que permite advertir el daño real o potencial al bien jurídico de la salubridad pública en el caso concreto.

El criterio de este Tribunal según se ha dejado esclarecido en múltiples oportunidades, es y sigue siendo, respetar el juicio de apreciación o arbitrio judicial por tratarse de una ponderación subjetiva del fallador, salvo que existan excesos o deficiencias fácilmente detectables que violen los principios de razonabilidad o proporcionalidad, caso en el cual debe procederse a la corrección respectiva en aras de preservar las garantías procesales; eso sí, sin trasgredir por supuesto el principio de la no reformatio in pejus cuando puede tornarse perjudicial para el apelante único. 
Lo que se advierte en el caso singular es que el  juez no pecó por exceso al momento de dosificar la pena como lo asegura el distinguido letrado, porque la pena impuesta es exactamente proporcional a la cantidad de droga que transportaba el judicializado, la cual se itera, es muy cercana a los 1.000 gramos que se consagran como tope máximo del inciso 2º del artículo 376; por tanto, el Tribunal no hará ningún ajuste en ese sentido y respetará el monto elegido por el sentenciador.
Respecto al otro motivo de inconformidad por parte del recurrente, atinente a la negación de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, debe decir la Sala que en efecto le asiste razón al apelante en cuanto a que la normativa que se encontraba vigente al momento de los hechos (marzo 29 de 2012) es la que debe tenerse en cuenta en el caso concreto, esto es, los artículos 38, 63 y 68 A -modificado por el 13 de la Ley 1474/11-, sin las modificaciones que de los mismos hizo la Ley 1709/14, lo que no obsta para hacer un estudio al respecto de acuerdo con los requisitos consagrados en la última de las normas citadas, puesto que en el evento de cumplirse con éstos, podría aplicarse por favorabilidad retroactiva.
Un examen de la motivación que contiene la sentencia recurrida en los acápites pertinentes a la negación de esos beneficios, nos enseña que si bien el fallador tuvo en consideración únicamente lo atinente al requisito objetivo que aplicaba tanto para la suspensión condicional como para la prisión domiciliaria, con y sin la modificación que de esos presupuestos hizo la Ley 1709/14, la decisión adoptada se encuentra ajustada a derecho, en cuanto los requisitos de orden objetivo y subjetivo deben estar presentes y concurrir simultáneamente para que pueda otorgarse cualquiera de esos subrogados, es decir, que si falta alguno de ellos, no hay lugar a su concesión.
En lo que tiene que ver con la suspensión condicional de la ejecución de la pena, de acuerdo con lo consagrado por el artículo 63 del Código Penal, dicho beneficio opera cuando la pena impuesta no es superior a los 3 años de prisión, tope que ampliamente se supera en el presente caso, por cuanto la sanción privativa de la libertad quedó establecida en 72 meses y 15 días.
De igual forma, en lo concerniente a la prisión domiciliaria el canon 38 del Código Penal ese presupuesto objetivo es consistente en que la sentencia se imponga por una conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de 5 años de prisión o menos, rango dentro del que tampoco se encuentra la pena impuesta al acusado.
Podemos asegurar entonces que si bien por parte del defensor con buen juicio se hacen una serie de aseveraciones en pro de su representado, como el hecho de no poseer antecedentes, tratarse de un joven con formación académica en diversas áreas, trabajador, y con buen comportamiento social; tales aseveraciones no son suficientes para acceder a los beneficios que se reclaman por cuanto -se itera- la pena impuesta lo impide, y en ningún momento el fallador puede apartarse de lo consagrado en nuestro ordenamiento penal, ya que está expresamente prohibido conceder dichos beneficios para las penas de prisión superiores al tope legal establecido, como la impuesta al aquí procesado.

Así mismo, debe precisarse que no sería viable aplicar por favorabilidad retroactiva lo consagrado en la Ley 1709/14, la cual en su artículo 29 modificó el 63 del estatuto punitivo, y estableció como requisito objetivo que la pena de prisión impuesta no exceda de 4 años, ya que tampoco este cumpliría, y además dicha concesión también está supeditada a que no se trate de una de los delitos consagrados en el inciso 2º del artículo 68 A modificado por el 32 de la misma ley, y precisamente el tráfico de estupefacientes es uno de los allí enlistados
En cuanto a la prisión domiciliaria, pese a que en el actual artículo 38B, introducido al Código Penal por la Ley 1709/14, el requisito de orden objetivo para acceder a ese sustituto pasó de ser por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley fuera de 5 años de prisión o menos, a delitos que consagren sanción punitiva de 8 años o menos, y con ello sí habría esa opción para el sentenciado, porque la sanción a la que fue condenado no supera ese tope; no obstante, de igual manera habría que negarle la posibilidad de acceder a ese beneficio, en atención a la citada prohibición del artículo 68 A. 

En esos términos, la determinación no puede ser diferente a la confirmación del fallo opugnado y en consecuencia el Tribunal así lo dispondrá.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de impugnación. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse habrá de hacerse dentro del término legal.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� C.S.J., casación penal del 07 de octubre de 1999, Rad. 11.565. M.P. Carlos Eduardo Mejía Escobar.
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